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1.
MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL

La regulación constitucional del derecho a 
no autoinculparse del contribuyente

Para abordar la problemática de la incriminación y autoincriminación en el 
procedimiento de inspección desde la perspectiva de los valores supremos 
de libertad, justicia e igualdad establecidos en nuestro ordenamiento jurídi-
co, podemos recurrir a cuatro artículos de la Constitución española: 24, 25, 
31 y 103. 

Como punto de partida cabe citar el artículo 5 de la Ley Orgánica del Po-
der Judicial, que en su primer apartado subraya la importancia de la norma 
suprema de nuestro ordenamiento en los siguientes términos: «La Constitu-
ción es la norma suprema del ordenamiento jurídico, y vincula a todos los Jue-
ces y Tribunales, quienes interpretarán y aplicarán las leyes y los reglamentos 
según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación 
de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Consti-
tucional en todo tipo de procesos».

En numerosas sentencias, como la  STC n.º 67/1984, de 7 de junio, 
ECLI:ES:TC:1984:67, el Tribunal Constitucional ha declarado que las leyes 
deben interpretarse de conformidad con la Constitución y en el sentido más 
favorable para la efectividad de los derechos fundamentales, doctrina que 
ha sido reiterada en distintas ocasiones, como, por ejemplo, en las SSTC n.º 
69/2025, de 24 de marzo, ECLI:ES:TC:2025:69 y n.º 44/2023, de 9 de mayo, 
ECLI:ES:TC:2023:44.

Conforme estas dos premisas conviene destacar la importancia de esta 
norma en cuanto al derecho a no inculparse del contribuyente, y, en particu-
lar, de los siguientes artículos:

•	 Artículo 24 de la CE:  este artículo es el encargado de regular el de-
recho a la tutela judicial efectiva de jueces y tribunales, contiene en 
su apartado segundo una enumeración de garantías procesales que 
se aplican a los procedimientos administrativos, entre los que se en-
cuentra el proceso de inspección. Entre estas garantías destacamos:

	» Derecho al juez ordinario predeterminado por la ley.
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	» Derecho a la defensa y a la asistencia letrada.

	» Derecho a ser informado de la acusación formulada contra ellos.

	» Derecho a un proceso público sin dilaciones indebidas, y con todas 
las garantías.

	» Derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa.

	» Derecho a no declarar contra sí mismo.

	» Derecho a no confesarse culpable.

	» Derecho a la presunción de inocencia.

Este derecho también se encuentra respaldado por el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos que lo considera parte del derecho a un juicio justo se-
gún el artículo 6.2 del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos 
y de las Libertades Fundamentales.

•	 Artículo 25 de la CE: dentro de la sección 1.ª, del capítulo segundo, 
del título I, también encontramos otro precepto con relevancia en lo 
que a la autoincriminación del contribuyente se refiere. Así, este artí-
culo en su apartado tercero atribuye a la Administración la potestad 
sancionadora, al disponer que: «La Administración civil no podrá im-
poner sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación 
de libertad». Este precepto conviene relacionarlo con la aplicación en 
el procedimiento administrativo sancionador de los principios inspi-
radores del orden penal, que se recoge, entre otras, en la STC n.º 
172/2020, de 19 de noviembre, ECLI:ES:TC:2020:172: «Conforme a 
una reiterada doctrina de este tribunal —desde las ya tempranas SSTC 
18/1981, de 8 de junio, FJ 2; 77/1983, de 3 de octubre, FJ 3, y 42/1987, 
de 7 de abril, FJ 2—, la administración pública en el ejercicio de su po-
testad sancionadora está sujeta tanto a los principios sustantivos deri-
vados del art. 25.1 CE —“considerando que los principios inspiradores 
del orden penal son de aplicación, con ciertos matices, al Derecho ad-
ministrativo sancionador, dado que ambos son manifestaciones del ius 
puniendi del Estado”— (SSTC 243/2007, de 10 de diciembre, FJ 3, y 
70/2008, de 23 de junio, FJ 4), como a las garantías procesales estable-
cidas en el art. 24.2 CE, “si bien con las modulaciones requeridas en la 
medida necesaria para preservar los valores esenciales que se encuen-
tran en la base del art. 24.2 CE y la seguridad jurídica que garantiza el 
art. 9.3 CE, en tanto sean compatibles con su propia naturaleza” (SSTC 
197/2004, de 15 de noviembre, FJ 2, y 145/2011, de 26 de septiembre, 
FFJJ 3 y 4, y las allí citadas)». 

En este punto también hay que subrayar que, tal y como recoge el artículo 
178 de la Ley General Tributaria, la potestad sancionadora en materia tribu-
taria se ejerce conforme a los principios reguladores de la misma en materia 
administrativa, con las especialidades que la propia LGT contiene. En concre-
to resultan aplicables los principios de legalidad, tipicidad, responsabilidad, 
proporcionalidad, no concurrencia e irretroactividad.

•	 Artículo 31 de la CE: su apartado 1 impone la obligación de que todos 
los ciudadanos contribuyan al sostenimiento de los gastos públicos en 
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virtud de su capacidad económica, a través de un sistema tributario 
justo que deberá inspirarse en los principios de igualdad y progresivi-
dad, sin que pueda llegar a tener alcance confiscatorio. Este deber de 
contribución implica no solo el deber de colaboración con la Hacienda 
pública, sino también el deber de información que se recoge en los ar-
tículos 93 y 94 de la LGT. Este artículo podemos completarlo con lo re-
cogido en el artículo 3 de la LGT que enumera los principios que deben 
regir el sistema tributario: justicia, generalidad, igualdad, progresivi-
dad, equitativa distribución de la carga tributaria y no confiscatoriedad.

•	 Artículo 103 de la CE: este artículo la Constitución señala que la Ad-
ministración pública debe servir con objetividad los intereses gene-
rales y actuar conforme a los principios de eficacia, jerarquía, des-
centralización, desconcentración y coordinación, estando sometida 
a la ley y al Derecho. Añade también que la ley, entre otras cosas, 
deberá regular las garantías para la imparcialidad de los funcionarios 
públicos en el ejercicio de sus funciones. Este precepto de aplicación 
general a la Administración pública y a los funcionarios será aplicable 
a la Hacienda pública y a los funcionarios de la misma, tales como 
inspectores o subinspectores de hacienda.

Por tanto, cabe destacar que el derecho a no autoinculparse en materia 
tributaria se fundamenta en los artículos 24, 25, 31 y 103 de la Constitución 
española, así como en el artículo 178 y concordantes de la Ley General Tri-
butaria. Dicho derecho es parte de las garantías procesales constitucionales, 
amparadas también por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, y debe ser 
respetado por la Administración tributaria al ejercer su potestad sancionadora.

JURISPRUDENCIA

Sentencia del Tribunal Supremo, rec. 2545/2007, de 16 de diciembre de 2009, 
ECLI:ES:TS:2009:8298

Asunto: El principio de legalidad y sus implicaciones en la potestad 
sancionadora de la Administración

«(...) Debe, pues, subrayarse que existen unos límites de la potestad sancionadora 
de la Administración, que de manera directa se encuentran contemplados por el art. 
25 CE y que dimanan del principio de legalidad de las infracciones y de las sanciones. 
Estos límites, contemplados desde el punto de vista de los ciudadanos, se transfor-
man en derechos subjetivos de ellos y consisten en no sufrir sanciones sino en los 
casos legalmente prevenidos y de autoridades que legalmente puedan imponerlas. 
Colocados de lleno en la línea a la que hemos llegado en el apartado anterior, po-
demos establecer que los límites que la potestad sancionadora de la Administración 
encuentra en el art. 25.1 CE son:

1) La legalidad, que determina la necesaria cobertura de la potestad sancionadora 
en una norma de rango legal, con la consecuencia del carácter excepcional que los 
poderes sancionatorios en manos de la Administración presentan;

2) La interdicción de las penas de privación de libertad, a las que puede llegarse de 
modo directo o indirecto a partir de las infracciones sancionadas;

3) El respeto a los derechos de defensa, reconocidos en el art. 24 CE , que son 
de aplicación a los procedimientos que la Administración siga para imposición de 
sanciones, y



14

EL DERECHO A NO AUTOINCULPARSE DEL CONTRIBUYENTE

4) Finalmente, la subordinación a la Autoridad judicial.

Respetando este esquema de actuación, de forma expresa, el Tribunal Constitu-
cional mediante la STC 151/1997, ha señalado que en el ámbito del Derecho Admi-
nistrativo Sancionador los tipos abiertos y valorativos, característicos de la regulación 
propia de la actividad económica, pueden ser compatibles con las exigencias consti-
tucionales, a cambio de trasladar al Juez una carga de motivación más intensa para 
identificar la antijuridicidad de la conducta y con ello suplir la denunciada indetermi-
nación del tipo sancionador».



15

2.
LA AUTOINCRIMINACIÓN 

DEL CONTRIBUYENTE EN EL 
PROCEDIMIENTO INSPECTOR

Autoincriminación del contribuyente inspeccionado

La cuestión que se plantea es si la normativa de la LGT en relación con el 
procedimiento inspector respeta el derecho a no autoincriminarse. El Tribu-
nal Constitucional no se ha pronunciado acerca de esta materia. Sin embargo 
en la sentencia n.º 76/1990, de 26 de abril, ECLI:ES:TC:1990:76, se ha referi-
do al deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos que impone 
el artículo 31.1 de la CE:

«(...) Este Tribunal Constitucional ha tenido ya ocasión de declarar, en 
concreto, que para el efectivo cumplimiento del deber que impone el art. 
31.1 de la Constitución es imprescindible la actividad inspectora y compro-
batoria de la Administración tributaria, ya que de otro modo «se produciría 
una distribución injusta en la carga fiscal», pues «lo que unos no paguen 
debiendo pagar, lo tendrán que pagar otros con más espíritu cívico o con 
menos posibilidades de defraudar»; de ahí la necesidad y la justificación de 
«una actividad inspectora especialmente vigilante y eficaz, aunque pueda 
resultar a veces incómoda y molesta» (STC 110/1984, fundamento jurídi-
co 3.º). La ordenación y despliegue de una eficaz actividad de inspección 
y comprobación del cumplimiento de las obligaciones tributarias no es, 
pues, una opción que quede a la libre disponibilidad del legislador y de 
la Administración, sino que, por el contrario, es una exigencia inherente 
a «un sistema tributario justo» como el que la Constitución propugna en 
el art. 31.1: en una palabra, la lucha contra el fraude fiscal es un fin y un 
mandato que la Constitución impone a todos los poderes públicos, singu-
larmente al legislador y a los órganos de la Administración tributaria. De 
donde se sigue asimismo que el legislador ha de habilitar las potestades 
o los instrumentos jurídicos que sean necesarios y adecuados para que, 
dentro del respeto debido a los principios y derechos constitucionales, 
la Administración esté en condiciones de hacer efectivo el cobro de las 
deudas tributarias, sancionando en su caso los incumplimientos de las 
obligaciones que correspondan a los contribuyentes o las infracciones co-
metidas por quienes están sujetos a las normas tributarias».
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En el ámbito tributario, por tanto, se confrontan por un lado el deber de 
contribuir y por otro los derechos del artículo 24 de la CE, a los que no refe-
riremos a continuación.

2.1. El derecho de defensa del 
sujeto inspeccionado

Derecho de defensa del sujeto inspeccionado

El artículo 24 de la CE reconoce el derecho de defensa, así como el dere-
cho a no confesarse culpable y a no declarar contra sí mismo. La protección 
de estas garantías en el ámbito penal carece de cualquier duda teniendo 
presente el apartado 2 del artículo 520 de la LECrim, pero ¿qué sucede en el 
procedimiento inspector tributario?

Con relación al derecho de defensa debemos partir del hecho de que el 
procedimiento inspector es un procedimiento administrativo en el cual el 
citado derecho de defensa se recoge en el artículo 34 de la LGT, apartado 
1, que establece los derechos de los obligados tributarios, que serán, entre 
otros, los siguientes:

•	 Derecho a ser informado, al inicio de las actuaciones de comproba-
ción o inspección, sobre la naturaleza y alcance de las mismas, así 
como de sus derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones 
y a que las mismas se desarrollen en los plazos previstos en la ley.

•	 Derecho a presentar ante la Administración tributaria  la documen-
tación que estimen conveniente y que pueda ser relevante para la 
resolución del procedimiento tributario que se esté desarrollando.

•	 Derecho a obtener copia a su costa de los documentos que integren 
el expediente administrativo en el trámite de puesta de manifiesto del 
mismo en los términos previstos en la ley.

En este punto es necesario recordar la doctrina consolidada del Tribunal 
Constitucional sobre el derecho a la utilización de los medios de prueba 
pertinentes, derecho inseparable del de defensa tal como se recoge en la 
STC n.º 107/2021, de 13 de mayo, ECLI:ES:TC:2021:107. En esta sentencia 
señala el tribunal de garantías que este derecho opera en cualquier tipo de 
procedimiento en el que el ciudadano se vea involucrado, ahora bien, no 
supone un derecho a llevar a cabo una actividad probatoria ilimitada, sino 
que atribuye el derecho a la recepción y práctica de las que sean pertinentes.

También rige en el procedimiento inspector el derecho a no declarar con-
tra sí mismo, esto es, a la no autoincriminación o autoinculpación, el cual, 
conforme ha establecido el Tribunal Constitucional, es un derecho instru-
mental del genérico derecho de defensa, al que presta cobertura en su ma-
nifestación pasiva, esto es, la que se ejerce precisamente con la inactividad 
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del sujeto, quien puede optar por defenderse en el proceso en la forma que 
estime conveniente para sus intereses, sin que en ningún caso pueda ser 
forzado o inducido, bajo constricción o compulsión alguna, a declarar contra 
sí mismo o a confesarse culpable (STC n.º 181/2020, de 14 de diciembre, 
ECLI:ES:TC:2020:181).

RESOLUCIÓN RELEVANTE

Sentencia del TJUE, asunto C-481/19, de 2 de febrero de 2021, 
ECLI:EU:C:2021:84

Asunto: derecho a guardar silencio

«A este respecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha señalado que, aun-
que el artículo 6 del CEDH no menciona expresamente el derecho a guardar silencio, este 
constituye una norma internacional generalmente reconocida, que conforma la base del 
concepto de proceso equitativo. Al proteger al acusado de la coacción indebida por parte 
de las autoridades, este derecho contribuye a evitar errores judiciales y a garantizar el re-
sultado perseguido por dicho artículo 6 (véase, en este sentido, TEDH, sentencia de 8 de 
febrero de 1996, John Murray c. Reino Unido, CE:ECHR:1996:0208JUD001873191, § 45).

(…)

Por lo que respecta a la cuestión de en qué condiciones debe respetarse también dicho 
derecho en el marco de procedimientos de comprobación de la existencia de infracciones 
administrativas, procede señalar que ese mismo derecho debe aplicarse en el contexto 
de procedimientos que pueden dar lugar a la imposición de sanciones administrativas de 
carácter penal. Tres criterios son relevantes para la evaluación de tal carácter. El primero es 
la calificación jurídica de la infracción en el Derecho interno, el segundo afecta a la propia 
naturaleza de la infracción y el tercero es relativo a la gravedad de la sanción que puede 
imponerse al interesado (sentencia de 20 de marzo de 2018, Garlsson Real Estate y otros, 
C 537/16, EU:C:2018:193, apartado 28).

(…)

 Además, aun suponiendo que, en el caso de autos, las sanciones controvertidas en el 
litigio principal, impuestas por la autoridad de supervisión a DB, no tuvieran carácter penal, 
la necesidad de respetar el derecho a guardar silencio en el marco de un procedimiento de 
investigación tramitado por esta también podría resultar de la circunstancia, señalada por 
el órgano jurisdiccional remitente, de que, con arreglo a la legislación nacional, las pruebas 
obtenidas en dicho procedimiento pueden utilizarse en un proceso penal seguido contra 
esa misma persona para demostrar la comisión de una infracción penal».

2.2. El deber de colaborar con 
la inspección de tributos

La obligación de colaborar con la inspección de tributos

El apartado 1 del artículo 93 de la LGT establece la obligación de informa-
ción en la aplicación de los tributos, señalando al respecto:

«Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las en-
tidades mencionadas en el apartado 4 del artículo 35 de esta ley, esta-
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rán obligadas a proporcionar a la Administración tributaria toda clase de 
datos, informes, antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria 
relacionados con el cumplimiento de sus propias obligaciones tributarias o 
deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con 
otras personas (...)».

Este precepto establece la obligación de aportar la documentación que 
tenga transcendencia tributaria, tratándose éste de un concepto jurídico in-
determinado debemos atender a lo establecido en la sentencia del Tribunal 
Supremo, rec. 1287/2012, de 30 de abril de 2015, ECLI:ES:TS:2015:1680:

«La noción de «trascendencia tributaria» constituye, como subraya 
la sentencia impugnada, un concepto jurídico indeterminado, no defi-
nido agotadoramente en el texto de la norma, pero que, al ser aplicado, 
sólo puede reconducirse a una única solución jurídicamente admisible. 
En otras palabras, la calificación de unos datos como de «trascendencia 
tributaria» no entraña la atribución a la Administración de una potestad 
discrecional, en cuyo ejercicio disponga de un mayor o menor margen 
de maniobra que le permita optar entre indiferentes jurídicos, quedando, 
por lo tanto, su elección exenta de control jurisdiccional. Se trata, por el 
contrario, de una potestad esencialmente reglada, que obliga a la Admi-
nistración a encontrar la correcta y única aplicación justa de la norma en 
atención a la naturaleza de los datos que quiere recopilar y de los sujetos 
a quienes se los reclama, pues no en vano el artículo 93.1 se refiere a 
datos «con trascendencia tributaria relacionados con el cumplimiento de 
sus propias obligaciones tributarias o deducidos de sus relaciones eco-
nómicas, profesionales o financieras con otras personas».

Siendo así, la Inspección, cuando efectúa un requerimiento individua-
lizado de información, debe precisar los datos que pide, para conoci-
miento del requerido, pero también para facilitar el eventual control juris-
diccional ex artículo 106.1 de la Constitución Española . Se trata, en fin, 
de eliminar todo atisbo de arbitrariedad en el ejercicio de esta intensa po-
testad por parte de la Administración. Sólo con aquella precisión se po-
drá concluir cabalmente si los datos recabados alcanzan trascendencia 
tributaria, noción que, como hemos apuntado en la repetida sentencia de 
12 de noviembre de 2003 [FJ 4º.A)], debe entenderse como la cualidad 
de aquellos hechos o actos que pueden ser útiles para averiguar si cier-
tas personas cumplen o no con la obligación establecida en el artículo 
31.1 de la Norma Suprema, cualidad que puede ser “directa” (cuando la 
información solicitada se refiere a hechos imponibles, es decir, a activi-
dades, titularidades, actos o hechos a los que la ley anuda el gravamen) 
o “indirecta” (cuando la información se refiere a datos colaterales, que 
pueden servir de indicio para rastrear hechos imponibles presuntamente 
no declarados o, sencillamente, para guiar después la labor inspectora 
hacia determinadas personas). Pueden consultarse en este mismo sen-
tido las sentencias de 14 de marzo de 2007 (casación 1320/02 , FJ 3º.2), 
3 de noviembre de 2011 (casación 2117/09, FJ 4 º) y 28 de noviembre de 
2013 (casación 5692/11 , FJ 3º)».
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